El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala.
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OBLIGACIÓN DE GARANTIZAR LOS SERVICIOS FINANCIEROS A LAS PERSONAS QUE PRESENTEN DISCAPACIDAD AUDITIVA Y DE ESCUCHA. [E]l banco accionado desconoció los derechos que tienen las personas sordas y sordociegas a acceder a los servicios financieros que ofrece, en similares condiciones a quienes no padecen esa clase de discapacidad y en consecuencia, ha de confirmarse el fallo que se revisa, en cuanto a las órdenes que contiene de contar con guía y guía interprete para prestar los servicios que ofrece a esa población y sobre la fijación de un aviso en el que se indiquen el lugar donde serán atendidas, sin que sea menester señalar las características que el mismo debe tener, como lo propone el impugnante, porque ninguna específica exige el precepto en que se fundamenta esa decisión. También se confirmará la orden que se dio de instalar “señalización, avisos, información visual y sistemas de alarmas luminosas aptos para su reconocimiento por personas sordas, sordociegas e hipoacústicas”, siguiendo el precedente de la Corte Suprema de Justicia en la sentencia de tutela que mandó a este Tribunal dictar nueva decisión, según la cual esas obligaciones tienen como destinatarios no solamente a los establecimientos o dependencias del Estado y a los entes territoriales, sino también a todas aquellas entidades que presten servicios públicos, dentro de las cuales quedan incluidas las entidades financieras, como la que aquí fue demandada.
Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Proceso: Acción Popular

Demandante: Javier Elías Arias Idárraga

Demandado: Banco Colpatria Carrera 7ª No. 18-64 Pereira

Fecha lectura de fallo: febrero 1º de 2018. Hora 2:00 pm.
Procedencia: Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira

Radicado: 66001-31-03-004-2015-00049-01

RESUMEN DEMANDA PRESENTADA EL 06 DE FEBRERO DE 2015

HECHOS: La entidad demandada presta los servicios públicos en el inmueble ubicado en la carrera 7ª No. 18-64 de Pereira, sin que cuente con un profesional intérprete, guía intérprete de planta y permanente, señales luminosas, sonoras y avisos visuales, necesarios para la atención de personas sordas, sordociegas o hipoacúsicas, como lo ordena el artículo 8 de la Ley 982. 

Considera lesionados los derechos colectivos consagrados en los literales m), d), i) de la Ley 472, en concordancia con el artículo 13 de la Constitución Nacional, Ley 361, la Declaración de los Derechos Humanos, la Declaración de los Derechos del Deficiente Mental, la Declaración de los Derechos de las Personas con Discapacidad, el Convenio sobre Readaptación Profesional y el Empleo No.159 y la Declaración de Sundberg, proclamada en Torremolino, Málaga (España). 
PRETENSIONES: Ordenar al Banco Colpatria contrate de planta un profesional intérprete y guía intérprete para personas ciegas y sordociegas y fijar un aviso sobre el lugar donde serán atendidos. Además se le condene en costas.
RESPUESTA DE LA ACCIONADA: Indicó que la estructuración física y tecnológica con la que cuenta la entidad satisface las necesidades de los usuarios con este tipo de discapacidad, quienes son atendidos de manera preferente. Conforme a la Ley 982 le corresponde al Estado única y exclusivamente garantizar la prestación de los servicios de intérpretes y guías de intérpretes a través de sus entidades oficiales y convenios con asociaciones. Formuló excepciones de fondo, que se declararon imprósperas, pero eso no fue motivo de impugnación. 
SENTENCIA: Se dictó el 15 de noviembre de 2016. En ella, la señora Juez Tercero Civil del Circuito de Pereira, declaró imprósperas las excepciones de mérito formuladas; amparó el derecho colectivo de la población sorda, ciega y sordo-ciega, ordenó a la accionada, en el término de treinta (30) días, contados a partir de la ejecutoria de esta sentencia, instale en las oficinas de Pereira, Risaralda, señalización, avisos, información visual y sistemas de alarmas luminosas aptos para su reconocimiento por personas sordas, sordociegas e hipoacúsicas, fijando en lugar visible la información correspondiente, con plena identificación del lugar o lugares en los que podrán ser atendidas estas personas. De igual modo, deberá garantizar de manera permanente, la presencia de intérprete y guía intérprete, para el acceso a los servicios que presta la entidad bancaria; conformar un comité de verificación, integrado por ese juzgado, el Ministerio Público, el demandante y un delegado de la entidad demandada y condenó en costas a la parte demandada. Para decidir así, consideró que el Banco Colpatria no cuenta con los servicios idóneos para ser utilizados por personas sordas y sordas ciegas, a pesar de haber adquirido algunos con la Fundación Instituto de Audiología Proyecto de Inclusión Social local. 
RECURSO DE APELACIÓN Impugnó el abogado del Banco Colpatria. Dijo: el operador judicial no permite verificar si el banco cuenta con los respectivos requerimientos tales como avisos y personal especializado en lenguaje  de señas, el juez no probó que no estuviera en capacidad de prestar los servicios financieros que ofrece y que las pruebas no son suficientes, si fuera adecuado el manejo probatorio si hubiera validado la capacidad de los funcionarios del banco para expresarse en forma básica y en lengua de señas “(…) el operador judicial no reconoce que con la organización de los módulos de atención preferente para personas discapacitadas, de la tercera edad y mujeres en gestación, el banco accionado cumple con los requerimientos de la Ley 982 de 2005, al fijar en lugar visible la información correspondiente con plena identificación del lugar o lugares en los que  podrán ser atendidas las personas sordas o sordo-ciegas. En segundo lugar, también el banco ha incorporado de manera paulatina las mejoras que se alegan como inexistentes, prueba de ello son las planillas de capacitación que se aportaron en su debida oportunidad y que hacen parte del plenario. (Lee lo relacionado con un concepto de la Superintendencia financiera de los folios 184 y 185). También es importante dar a conocer a esta Corporación que el banco Colpatria ha venido desarrollando una serie de capacitaciones con apoyo de la Federación Nacional de Sordos de Colombia “FENASCOL”, para tanto las personas o los funcionarios que hacen parte de la entidad financiera aquí en Pereira como en otras ciudades y para pues obviamente poder utilizar todas las tecnologías que se le permiten a los bancos para efectos de este tipo de actividades que tienen que ver con el sector financiero. También es importante pedirle a esta Corporación que el hecho de colocar un intérprete en una sucursal, como tal, pues haría que ese lapso paulatino que se tiene que hacer la implementación de cualquier tipo de desarrollo políticas, pues sería casi imposible de cumplir al imponerse de manera drástica estas órdenes se impide la aplicación del plan de contingencias que tiene el banco para este fin, el cual consiste en poner disposiciones o a disposición de funcionarios del banco capacitados en lenguas de señas para que comuniquen con vía de lengua de señas con los usuarios que así lo requieran a través también de los aplicativos tecnológicos, video llamada y también como se utiliza en el sistema skay, lo cual permitiría cumplir con la gestión y no que se generaran unos gastos o costos innecesarios (…)”. (Tiempo 00:03:12 y 00:06:52 registro de la audiencia). Solicitó que de confirmarse la sentencia se especifiquen las medidas, peso, color material de los avisos, porque al consultar en ICONTEC le manifestaron que no tienen manual técnico al respecto.  
SENTENCIA

De acuerdo con la sentencia proferida por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, el 15 de diciembre de 2017, que concedió la a acción de tutela instaurada por el accionante contra esta Sala, se procede a dictar nuevo fallo de segunda instancia, en la acción popular que promovió el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Banco Colpatria, con motivo del recurso de apelación que interpuso la parte demandada frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 15 de noviembre de 2016.
1. El demandante está legitimado para promover la presente acción popular de conformidad con el numeral 1º del artículo 12 de la ley 472 de 1998 que autoriza iniciarla, entre otros, a toda persona natural, sin que sea necesario demostrar un interés especial diferente al de proteger los derechos colectivos.

También lo está el Banco Colpatria de acuerdo con el artículo 14 de la misma ley, según el cual la acción popular se dirigirá contra el particular, persona natural o jurídica, o la autoridad pública cuya actuación u omisión se considera que amenaza, viola o ha violado el derecho o interés colectivo y porque esa entidad fue citada como la persona jurídica que lesiona aquellos cuya protección se reclama.
2. Corresponde a esta Sala resolver si la entidad financiera demandada ha desconocido los derechos colectivos cuya protección invocó el demandante, de acuerdo con la sentencia que se revisa,  o si por el contrario, como aquella lo alega, garantiza el acceso a  los servicios que ofrece en la carrera 7ª No. 18-64, de las personas con discapacidad audiológica o visual.

3. Las acciones populares fueron consagradas en el artículo 88 de nuestra Constitución Nacional para la protección de los derechos e intereses colectivos. Esa disposición fue reglamentada mediante la Ley 472 de 1998 que la define en su artículo 2º como mecanismos para la protección de los derechos e intereses de aquella naturaleza y que se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre tales derechos e intereses, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible. 

El artículo 13 de la Constitución Política consagra como derecho fundamental el de la igualdad de todas las personas ante la ley e impone como obligación a cargo del Estado, promover las condiciones para que ese derecho sea real y efectivo, así como proteger a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta.

En armonía con ese precepto, el artículo 47 de la misma Carta expresa que corresponde al Estado adelantar una política de previsión, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes se les debe prestar la atención especializada que requieran. 

En desarrollo de esas normas superiores el legislador expidió la ley 361 de 1997 para proteger a una población minoritaria, en condiciones de vulnerabilidad, por la cual se “establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones”, que en el artículo 2º impuso como obligación al Estado garantizar y velar “porque en el ordenamiento jurídico no prevalezca discriminación sobre habitante alguno en su territorio, por circunstancias personales, económicas, físicas, fisiológicas, síquicas, sensoriales y sociales” y en el 3º dispuso que “El Estado Colombiano inspira esta ley para la normalización social plena y la total integración de las personas con limitación …”.

Por su parte, el artículo 8º de la ley 982 de 2005 indica: “Las entidades estatales de cualquier orden, incorporan paulatinamente dentro de los programas de atención al cliente, el servicio de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas que lo requieran de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio. De igual manera, lo harán las empresas prestadoras de servicios públicos, las Instituciones Prestadoras de Salud, las bibliotecas públicas, los centros de documentación e información y en general las instituciones gubernamentales y no gubernamentales que ofrezcan servicios al público, fijando en lugar visible la información correspondiente, con plena identificación del lugar o lugares en los que podrán ser atendidas las personas sordas y sordociegas.”.
De acuerdo con esa disposición, las entidades prestadoras de servicios públicos están en la obligación de proporcionar los servicios de intérprete y guía de intérprete a las personas que presenten discapacidad auditiva y de escucha, fijando en lugar visible la información correspondiente con identificación del lugar o lugares donde podrán ser atendidas. 

No es objeto de controversia que la parte demandada ha desatendido tal precepto; así lo afirmó el actor en el escrito por medio del cual se dio inicio a esta acción y el banco demandado, al ejercer su derecho de defensa, se opuso a las pretensiones, no con el argumento de haber dado cumplimiento estricto a la obligación impuesta por la norma citada, sino con fundamento en que no es obligación que le incumba asumir; también, en que cumple estándares fijados por la Superintendencia Financiera de Colombia y demás autoridades competentes de control, brindado atención prioritaria a quienes son sujetos de protección especial, como aquellas personas que se encuentran en condiciones de discapacidad. Al formular sus alegatos en esta sede ni siquiera refutó que haya dejado de atender la mencionada disposición.  

Lo que discute el impugnante es que el juzgado de primera instancia no verificó si el banco cuenta con los respectivos requerimientos, tales como avisos y personal especializado en lenguaje de señas, ni probó que careciera de  capacidad para prestar los servicios financieros que ofrece y en general, estima que resulta insuficiente el material probatorio recaudado.

Es decir, el asunto a tratar es entonces el de lo relacionado con la carga de prueba. Sobre esta, debe decirse que es una institución de naturaleza procesal, consagrada en el artículo 167 del CGP que en el inciso 1º dice: “Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen” y que está en íntima relación con el 164 de la misma obra, según el cual, “Toda decisión judicial debe fundarse en pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso”. Esas disposiciones enseñan a cuál de las partes le interesa demostrar los hechos que alega, e imponen la obligación al juez de resolver con las que le den certeza de ellos, sin que sea a este funcionario al que corresponda atender aquella carga.
Trasladando los anteriores conceptos al caso concreto puede afirmarse entonces que a la parte demandada le correspondía demostrar que no ha lesionado los derechos colectivos cuya protección se invocaron en la demanda y concretamente que ha dado cumplimiento al artículo 8º de la ley 982 de 2005, obligación que no cumplió porque ninguna solicitó con aquel fin y por ende, que el juzgado, que no era el llamado a satisfacer ese deber, resolvió acceder a la pretensión elevada por el actor popular y ordenó garantizar la presencia de intérprete y guía intérprete en el lugar donde ofrece los servicios financieros. Y en eso tuvo razón, aunque dejó de señalar los fundamentos probatorios que le permitieron concluir el desconocimiento del precepto referido por parte de la entidad financiera demandada.

Para suplir esa omisión, puede decirse que la manifestación de no atenderse la norma y que se hizo en el escrito por medio del cual se formuló la acción, como se indicara en otro aparte de esta providencia, se encuentra demostrada porque al responder la demanda, la entidad accionada sustentó su defensa en argumentos distintos al de haber atendido el deber que le impone la norma citada.

En efecto, se refirió al procedimiento interno, establecido por el Banco para atender a las personas con alguna discapacidad, del que por demás ni siquiera obra prueba en el plenario, pero que de todos modos no suple la obligación impuesta por la norma que ordena incorporar paulatinamente, dentro de los programas de atención al cliente, el servicio de intérprete y guía intérprete, los cuales define el artículo 1º de la misma ley, en su orden, como aquellas personas “con amplios conocimientos de la Lengua de Señas Colombiana que puede realizar interpretación simultánea del español hablado en la Lengua de Señas y viceversa” y que realizan “una labor de transmisión de información visual, comunicación y guía en la movilidad de la persona sordociega, con amplio conocimiento del Castellano, la Lengua de Señas, táctil, en campo visual reducida y demás sistemas de comunicación que requieren las personas sordociegas usuarias de castellano y/o Lengua de Señas”.
Por tanto, que los empleados del banco cumplan un protocolo de atención a las personas con alguna discapacidad, que la entidad cuente con módulos de atención especial para las personas discapacitadas, que esté capacitando a los funcionarios en aprendizaje de lengua y señas por medio de la Federación de Sordos de Colombia y acuda a aplicaciones tecnológicas como video llamadas, además de ser hechos sin respaldo probatorio alguno, tampoco satisfacen la obligación impuesta por la norma a que se hace referencia, ya que no se acreditó que contaran con persona que reúna las condiciones para actuar como intérprete o guía intérprete .  

Y es que el espíritu de la norma no es otro que equiparar las personas sordas, sordociegas e hipoacúsicas con las que no padecen esa clase de limitaciones, fin que se logra eliminando las barreras que imponen la falta de audición y de visión, acudiendo a los mecanismos previstos por el legislador que les permita establecer canales de comunicación con su entorno, de manera tal que esa población pueda acceder en forma autónoma a los servicios que el banco demandado ofrece, para lo cual es menester que cuenten con el servicio de intérpretes.
La planilla de asistencia a una capacitación de los empleados del banco no puede ser apreciado de conformidad con el inciso 1º del artículo 173 del CGP, pues ese documento fue aportado con el escrito por medio del cual se impugnó el fallo, por tanto, no se trata de una prueba legalmente incorporada al proceso.

El contenido de la comunicación que dice el impugnante remitió la Superintendencia Financiera a un Juzgado de Bucaramanga, que no obra en el proceso y a la que se refirió al sustentar la apelación, no puede compartirlo este Tribunal porque desconoce el principio a la igualdad que garantiza la Constitución Nacional en el artículo 13 y las medidas adoptadas por el legislador para proteger a los más débiles. 
Lo relacionado con la aplicación paulatina de la norma que obliga contar con intérprete y guía intérprete no justifica el incumplimiento, toda vez que la ley 982 de 2005 fue expedida el 2 de agosto de ese año; se publicó en el Diario Oficial el 9 del mismo mes y su vigencia comenzó seis meses después de acuerdo con el artículo 47. Es decir, que para la fecha en que se solicitó el amparo, el 9 de febrero de 2015, habían transcurrido nueve años desde su entrada en vigencia, tiempo suficiente para que gradualmente se hubiesen tomado todas las medidas del caso con el fin de garantizar el derecho a la igualdad de la población que en este caso resulta digna del amparo solicitado.

De acuerdo con lo expuesto, puede concluirse que el banco accionado desconoció los derechos que tienen las personas sordas y sordociegas a acceder a los servicios financieros que ofrece, en similares condiciones a quienes no padecen esa clase de discapacidad y en consecuencia, ha de confirmarse el fallo que se revisa, en cuanto a las órdenes que contiene de contar con guía y guía interprete para prestar los servicios que ofrece a esa población y sobre la fijación de un aviso en el que se indiquen el lugar donde serán atendidas, sin que sea menester señalar las características que el mismo debe tener, como lo propone el impugnante, porque ninguna específica exige el precepto en que se fundamenta esa decisión.
También se confirmará la orden que se dio de instalar “señalización, avisos, información visual y sistemas de alarmas luminosas aptos para su reconocimiento por personas sordas, sordociegas e hipoacústicas”, siguiendo el precedente de la Corte Suprema de Justicia en la sentencia de tutela que mandó a este Tribunal dictar nueva decisión, según la cual esas obligaciones tienen como destinatarios no solamente a los establecimientos o dependencias del Estado y a los entes territoriales, sino también a todas aquellas entidades que presten servicios públicos, dentro de las cuales quedan incluidas las entidades financieras, como la que aquí fue demandada. 
Así lo dejó plasmado:

“(…) la inteligencia consentida de los preceptos preservados en la ley 982, en particular, los cánones 8º y 15 analizados en conjunto, permiten colegir que el deber de “contar con señalización, avisos, información visual y sistemas de alarmas luminosas aptos para su reconocimiento por personas sordas, sordosciegas e hipoacústicas” no le incumbe exclusivamente a “[t]odo establecimiento o dependencia del Estado y de los entes territoriales con acceso al publico”, sino del mismo modo a “las empresas prestadoras de servicios públicos”, entre otros”.   

Se adicionará la sentencia en el sentido de ordenar a la entidad accionada que de conformidad con lo previsto por el artículo 42 de la Ley 472 de 1998, en el término de cinco (5) días preste garantía bancaria o póliza de seguros, por la suma de $5.000.000 para garantizar el cumplimiento de la misma.

De conformidad con el numeral 4º del artículo 365 del Código General del Proceso, se condenará en costas en esta instancia, a la parte demandada.  La liquidación respectiva la realizará el juzgado de primera instancia, de acuerdo con el artículo 366 de la misma obra, previa fijación de las agencias en derecho en esta sede.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil - Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  
F A L L A   :

1°.- CONFIRMAR  la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 15 de noviembre de 2016, en la acción popular que promovió el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Banco Colpatria sucursal ubicada en el local 2013 de la carrera 7 No. 18-64 en esta ciudad.
2º.- ORDENAR a la entidad accionada que de conformidad con lo previsto por el artículo 42 de la Ley 472 de 1998, en el término de cinco (5) días preste garantía bancaria o póliza de seguros, por la suma de $5.000.000 para garantizar el cumplimiento de la misma.

3º.- CONDENAR a la parte demandada a pagar al demandante las costas causadas en esta instancia, las que serán liquidadas por el juzgado de primera instancia, de acuerdo con el artículo 366 de la misma obra, previa fijación de las agencias en derecho en esta sede.

Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente, se termina.

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS        
DUBERNEY GRISALES HERRERA
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
1

